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RESUMEN. La dualidad –«actos reglados» y «actos discrecionales»– no es una 
calificación categórica ni precisa, en tanto desconoce que lo realmente 
diferenciable es la potestad en virtud de la cual se ejerce, pudiendo existir, en 
una misma decisión, manifestaciones de ambas: en mayor o menor medida. 
Así pues, se sostiene que el contenido de los actos incluye elementos que 

derivan de una aplicación directa de la disposición, mientras que existan otros 
que se fundamentan en una libertad de juicio amplia, sin que ello suponga 
arbitrariedad. El texto discute sobre cómo estas potestades delimitan la 
libertad configurativa de la Administración, la interpretación lógica que supone 
–silogismo– y el impacto de lo reglado en el control por parte de la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo. 

 
 
Introducción 
 

El contraste entre los «actos reglados» y «discrecionales» simplifica, de manera 

inadecuada, la declaración de voluntad de la Administración. Lejos de constituir 

categorías excluyentes, los actos administrativos son el resultado del ejercicio de 

potestades –regladas o discrecionales–, que interactúan con los elementos 

normativos en cuestión. La «potestad reglada», caracterizada por un margen 

configurativo limitado, implica que la Administración actúe dentro de parámetros 

definidos, de ahí que se materialice, por ejemplo, mediante la subsunción; por su 

parte, la «potestad discrecional» permite un espacio mayor para la apreciación, sin 

que ello signifique desconocer el principio de legalidad. 

En ese orden, se considera que, por regla general, ningún acto puede 

clasificarse, de forma absoluta, como reglado o discrecional, en tanto, en mayor o 

menor medida, implica el ejercicio de ambas facultades. Así las cosas, este texto 

discute en torno a lo siguiente: i) el modelo de interpretación que suponen los actos 

reglados: el silogismo jurídico, ii) la pertinencia de calificar un acto administrativo 

 
1 Este ensayo, escrito para la sesión del 16 de noviembre de 2024, hace parte de la 

labor de apoyo a la investigación que el Auxiliar de Investigación realiza al interior del Grupo 

de Estudio de Derecho Público adscrito al CEDA, para cuya preparación recibió la 

orientación del Profesor Sebastián Ramírez Grisales, y se utiliza no solo para enriquecer el 

trabajo que el Investigador Principal adelanta al interior del CEDA –que finalmente 

aprovecha para construir el texto definitivo–, sino también para beneficio de toda la 
comunidad académica.  

2  Auxiliar de Investigación del Grupo de Estudio de Derecho Público, Nivel V 

Avanzado, adscrito al Centro de Estudios de Derecho Administrativo –CEDA–. 
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como «reglado» o «discrecional», iii) el margen de configuración en la potestad 

reglada y iv) el control judicial de los actos que de allí derivan.  

 
1. Ejercicio lógico de la potestad reglada: el silogismo jurídico como 
manifestación directa del principio de legalidad 
 

La identificación de la «premisa mayor» en un supuesto fáctico determinado, y la 

verificación de la «suficiencia» normativa, permite caracterizar el marco dentro del 

cual la Administración actúa. En este contexto, por «suficiencia» se entiende la 

capacidad de la disposición de indicarle al operador aspectos relevantes en el 

ejercicio de una función, como lo serían: qué debe hacer, qué no puede hacer, cómo 

lo debe hacer, cuándo, dónde y de qué manera. Así, proporcionalmente, entre más 

margen de libertad, configuración y juicio en estas categorías, menos «suficiente» 

resulta; es decir, entre más discreción, menos regla. Sin embargo, nótese que lo 

«suficiente» no se contrasta, al menos para estos efectos, con lo «insuficiente» –como 

el antónimo derivado–, pues la discrecionalidad no supone que la disposición que 

la origina sea incapaz de producir el efecto jurídico deseado, o que resulte inidónea, 

escaza o carente. Solo supone que hay mayor posibilidad de completitud por parte 

del operador jurídico, quien deberá, además de respetar las demás disposiciones, 

elegir, escoger, crear. 

 Ahora, bien puede existir una misma disposición que en determinados 

aspectos resulte «suficiente», en los términos que se indicó, pero que en otros 

admita la configuración del operador jurídico, más que la aplicación directa y 

simple. Esta forma de «cumplir» lo dispuesto en la disposición supone un ejercicio 

de «silogismo», que se compone de «premisas». El razonamiento administrativo en 

la emisión de actos sigue una estructura lógica que combina las premisas 

normativas y fácticas para justificar las decisiones adoptadas. Esta estructura 

puede representarse como un silogismo en el que la premisa mayor está constituida 

por la norma aplicable, la premisa menor por los hechos verificados y la conclusión 

por la decisión administrativa. Esta construcción lógica es especialmente evidente 

en los actos derivados de potestades regladas, donde la aplicación de la norma es 

directa y precisa. 

De otro modo: estos elementos tienen un carácter dual: por un lado, está la 

constituida por el marco normativo que establece los límites de la actuación 

administrativa, y por otro, la que incluye los elementos fácticos que la 

Administración debe valorar al emitir un acto. Según Eduardo García de Enterría 

y Tomás Ramón Fernández, el ejercicio de las potestades regladas limita a la 

Administración a verificar –o constatar– el supuesto de hecho definido de manera 

completa por la ley y, ante su cumplimiento, aplicar lo que esta misma ha 
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establecido3. Por su parte, Manuel María Díez indica que en la actividad reglada la 

Administración realiza una ejecución fiel de la ley, según el fin, la forma del acto, 

el cómo y cuándo actuar4.  

En efecto, en los actos derivados de potestades regladas, la premisa mayor 

suele ser explícita y detallada, lo que reduce considerablemente el margen de 

interpretación de la Administración. Por ejemplo, en la formulación de un cargo en 

un procedimiento disciplinario, las premisas normativas determinan claramente 

los requisitos que deben cumplirse, dejando a la Administración un rol limitado a 

la verificación objetiva de los hechos. Aunque, como se sostendrá en este texto, 

incluso en estos casos, la interpretación de la premisa fáctica –premisa menor– 

puede introducir un nivel de valoración, que no permita cualificar la aplicación del 

silogismo como un acto automático, sin margen de apreciación alguno.  

La interpretación es un elemento central en la aplicación de las premisas, 

ya que permite a la Administración adaptar las normas generales a las 

particularidades de cada caso. En el ámbito de las potestades regladas, la 

interpretación se limita principalmente a la adecuación de los hechos al supuesto 

normativo, pero incluso este proceso puede ser objeto de debate técnico. Esta 

adecuación normativa nunca es completamente automática, ya que siempre 

requiere un mínimo grado de valoración por parte de la Administración 

Por otro lado, y aunque no resulte el objeto del texto, en los actos derivados 

de potestades discrecionales, las premisas adquieren un carácter más flexible, ya 

que permiten un mayor margen para la apreciación subjetiva de la Administración. 

En estos casos, las premisas no solo orientan la actuación administrativa, sino que 

también actúan como límites que garantizan que la discrecionalidad no derive en 

arbitrariedad. Se trata, entonces, de premisas que son esenciales para establecer 

un balance entre la libertad de decisión y el respeto a los principios generales del 

derecho administrativo. En las potestades discrecionales, la interpretación 

adquiere un papel más destacado, ya que la Administración debe integrar las 

premisas normativas y fácticas para emitir decisiones ajustadas al interés público. 

Dromi sostiene que este proceso interpretativo no es arbitrario, sino que está 

limitado por la obligación de justificar las decisiones de manera clara y coherente 

con los objetivos de la norma. En este sentido, la interpretación no solo sirve para 

estructurar el contenido del acto, sino también para garantizar su control posterior. 

Ahora bien, como señala Agustín Gordillo, esta estructura silogística no es 

exclusiva de los actos reglados, ya que también se aplica en los actos 

 
3  GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón. Curso de 

derecho administrativo I. 20ª ed. Madrid: Civitas, 2022. p. 639. 
4 DÍEZ, Manuel María. Manual de derecho administrativo. Tomo I. Buenos Aires: 

Editorial Plus Ultra. 1997. p. 54. 
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discrecionales, aunque con una mayor complejidad interpretativa5. En estos casos, 

la premisa normativa puede incluir conceptos jurídicos indeterminados que 

requieren interpretación, y la premisa fáctica puede involucrar una valoración 

subjetiva de las circunstancias específicas. Por ejemplo, en la definición de los 

criterios de evaluación a establecer en el pliego de condiciones de un procedimiento 

contractual, la norma puede establecer directrices generales, pero la decisión final 

depende de una apreciación discrecional sobre la conveniencia técnica, financiera, 

contable o de otra índole6. 

Así pues, en los actos reglados, las premisas actúan como un marco rígido 

que supone un respeto directo del principio de legalidad, en tanto permiten verificar 

de manera objetiva si la Administración ha cumplido con los requisitos normativos. 

Por el contrario, en los actos discrecionales, las premisas delimitan el margen de 

apreciación, garantizando que las decisiones se ajusten a los principios de 

proporcionalidad, razonabilidad y adecuación al interés público. De esta forma, las 

premisas e interpretaciones no solo estructuran el contenido de los actos 

administrativos, sino que también dan cuenta de la aplicación del principio de 

legalidad. 

 

2. Margen de configuración o libertad en el ejercicio de la potestad 
reglada: contraste con la legalidad de la discrecionalidad 

 
La potestad reglada se define como aquella en la que la norma establece de forma 

exhaustiva las condiciones bajo las cuales la Administración debe actuar, dejando 

un margen mínimo o nulo para la configuración subjetiva del acto. Según Richard 

Ramírez Grisales, su finalidad esencial es predeterminar de manera específica la 

conducta administrativa en un supuesto dado7. Este carácter restrictivo pretende 

eliminar la posibilidad de interpretaciones subjetivas. 

La principal característica de la potestad reglada radica en la 

predeterminación normativa, que abarca desde los hechos que configuran el 

supuesto jurídico hasta las consecuencias derivadas de su constatación. En este 

sentido, la norma predetermina en forma concreta una conducta que el 

administrador debe seguir, eliminando –en principio– cualquier posibilidad de 

elección entre alternativas. En consecuencia, se presupone un marco normativo 

que regula detalladamente los pasos, procedimientos y requisitos necesarios para 

emitir el acto. Un ejemplo claro está en la potestad tributaria: el legislador define 

 
5 GORDILLO, Agustín. Tratado de derecho administrativo y obras selectas. Tomo 3. 

10ª ed. Buenos Aires: Fundación de Derecho Administrativo, 2011. p. VIII-3. 
6 Lo anterior, claro está, en un supuesto genérico, donde no apliquen disposiciones 

como las relacionadas con los documentos tipo. 
7 RAMÍREZ GRISALES, Richard Steve. Las potestades administrativas regladas y 

discrecionales en el derecho administrativo. Medellín: Letras jurídicas. Vol. 17. Enero a 

junio de 2012. p. 50. 
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todos los elementos del tributo: el hecho generador, la base gravable y la tarifa 

aplicable. En estos casos, el rol de la Administración se limita a verificar si se 

cumplen los supuestos establecidos en la norma y a aplicar la consecuencia 

jurídica correspondiente. La precisión normativa –que se refirió como «suficiencia»– 

reduce al mínimo la discrecionalidad, procurando la objetividad y la uniformidad 

de las decisiones. 

Sin perjuicio de lo anterior, aunque la potestad reglada implica un margen 

reducido de libertad configurativa, no puede considerarse un ejercicio puramente 

mecánico. Por el contrario, se reconoce que incluso en contextos donde destaque 

lo reglado, la Administración enfrenta desafíos interpretativos al constatar si los 

hechos observados encajan en el supuesto previsto por la norma. Este margen 

interpretativo, aunque limitado, introduce un grado de subjetividad técnica que 

puede influir en el contenido final del acto. Por ejemplo, podría sostenerse que la 

interpretación en las potestades regladas se manifiesta en aspectos como la 

valoración de hechos complejos o la adecuación de estos a los requisitos 

normativos.  

En ese orden, se requiere un análisis de contexto, sin limitarse a una 

aplicación automática de la norma, pues si bien la libertad configurativa es menor, 

no es cierto que la potestad reglada excluya por completo la voluntad de la 

Administración. José Antonio García Trevijano Fos señala que esta voluntad se 

expresa principalmente en la selección del momento para actuar y en la 

determinación de la conveniencia operativa del acto8. Esto se observa en escenarios 

donde, aunque el contenido del acto está normativamente predeterminado, la 

Administración conserva cierto control sobre el momento de su ejecución.  

Aunque las condiciones y acciones están detalladas en la norma, existen 

decisiones que dependen de la evaluación de factores contextuales, como lo sería, 

por ejemplo, la apertura de un procedimiento de selección. Este margen de 

actuación temporal demuestra que la potestad reglada, aunque vinculada a 

parámetros estrictos, permite un espacio para la valoración. Por el contrario, si 

todos los actos estuvieran excesivamente detallados se produciría una aplicación 

inflexible del ordenamiento, especialmente en contextos cambiantes. No puede 

perderse de vista que el derecho es un área estrechamente relacionada con la 

sociedad, y esta, en últimas, es sumamente cambiante, de manera que no se aspira 

a una rigidez absoluta, aun cuando suponga, también, una garantía frente a 

posibles abusos de poder.  

Así pues, aunque la potestad reglada tiene un margen configurativo 

limitado, tampoco es cierto que su ejercicio suponga automatismo, pues siempre 

 
8 GARCÍA TREVIJANO FOS, José Antonio. Los actos administrativos. 1ª Ed. Madrid: 

Editorial Civitas S.A. 1986. p. 94. 
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existen elementos de interpretación y valoración que introducen un mínimo grado 

de subjetividad, como se discutirá a continuación. 

 

3. Pertinencia de calificar al «acto administrativo» como «reglado»: a 
propósito de las potestades regladas  
 

La calificación del «acto administrativo» como «reglado» resulta discutible, puesto 

que la ley no contempla esta categoría, haciendo referencia, por ejemplo, solo a 

decisiones discrecionales9. La relación entre el acto administrativo y la potestad 

reglada radica en el marco normativo que delimita la actuación de la 

Administración. En principio, la potestad reglada exige que la Administración actúe 

conforme a parámetros predefinidos, sin margen significativo de libertad 

configurativa. Esto significa que la calificación de un acto como «reglado» depende 

del grado de predeterminación normativa. Esta clasificación, como se señaló, no 

implica que la Administración actúe de manera automática, pues siempre subsiste 

un mínimo de interpretación técnica para determinar si los hechos del caso encajan 

en el supuesto previsto por la norma. 

En primer lugar, si bien resulta evidente que ciertos actos se emiten en 

virtud de potestades regladas, se considera que ningún acto administrativo puede 

calificarse íntegramente como reglado. En esa medida, se destaca que los actos 

administrativos son siempre el resultado de una interacción entre elementos 

reglados y discrecionales, incluso cuando alguno de ellos predomina. Ahora bien, 

pese a sus limitaciones, la calificación de la decisión «reglada» tiene un valor 

funcional importante, en tanto permite identificar los casos en los que la 

Administración debe ceñirse al principio de legalidad de forma estricta. Así, ofrece 

la garantía de que los ciudadanos conozcan de antemano las condiciones bajo las 

cuales se adoptarán decisiones que afectan sus derechos. 

Manuel María Díez, citando a Prat, sostiene que no existe una categoría de 

actos discrecionales que se contraponga a la de actos reglados, ya que todo acto 

administrativo conlleva cierto grado de discrecionalidad por parte de la 

Administración, cuya magnitud varía según el caso. Por lo tanto, los actos 

administrativos pueden ser más o menos discrecionales, o más o menos reglados, 

dependiendo de las circunstancias. En algunos casos, la discrecionalidad es 

máxima, mientras que en otros se reduce al mínimo. Entre estos dos extremos se 

encuentra un amplio rango de situaciones con niveles variables de 

discrecionalidad, que transitan gradualmente desde aquellas cercanas al máximo 

 
9  El artículo 44 de la Ley 1437 de 2011 prescribe lo siguiente: «Decisiones 

discrecionales. En la medida en que el contenido de una decisión de carácter general o 

particular sea discrecional, debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza, y 

proporcional a los hechos que le sirven de causa». 
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de discrecionalidad hasta aquellas donde esta se limita al mínimo, asemejándose 

a los actos reglados10. 

En segundo lugar, la calificación del acto como «reglado» debe entenderse 

como una simplificación conceptual que destaca el predominio del componente 

normativo en su contenido, pero que no excluye la existencia de espacios de 

valoración técnica o de adecuación factual. Según Juan Carlos Cassagne, si bien 

la legalidad de un acto emitido en ejercicio de poderes reglados se apoya en normas 

predeterminadas, el momento –la oportunidad– en que se emite puede hallarse 

vinculada por un concepto jurídico determinado o indeterminado, en tanto está 

abierta a varias opciones posibles, todas compatibles con el ordenamiento. «En 

consecuencia, la apreciación y determinación de la oportunidad o mérito puede 

resultar tanto del ejercicio de potestades regladas como discrecionales, o bien, 

como acontece en la mayor parte de los casos, de una combinación de ambas»11. 

Así pues, si bien uno de los argumentos más utilizados para justificar la 

calificación de ciertos actos como «reglados» es la idea de que estos se emiten de 

manera automática, sin intervención subjetiva de la Administración; este enfoque 

resulta cuestionable, porque incluso en los actos más estrictamente reglados, la 

Administración conserva un margen técnico de apreciación. Este margen se 

manifiesta en la necesidad de interpretar las premisas fácticas y adecuarlas al 

marco normativo.  

Por ejemplo, en un procedimiento sancionatorio, la norma puede establecer 

con claridad las condiciones para su procedencia, pero la Administración debe 

evaluar la suficiencia de las pruebas o la adecuación de las circunstancias 

específicas al supuesto legal. Este proceso demuestra que la emisión de un acto 

reglado no elimina por completo la valoración, aunque la restrinja en gran medida. 

Incluso en los casos en que la norma detalla exhaustivamente las condiciones del 

acto, la interpretación de términos ambiguos o conceptos jurídicos indeterminados 

puede introducir un grado de subjetividad que convierte al acto en algo más que 

un mero producto automático.  

En tercer lugar, es fundamental entender que esta calificación no elimina la 

necesidad de valorar los aspectos técnicos –o, como se refirió, «de contexto–, porque 

incluso en los actos más reglados subsisten elementos de interpretación y 

adaptación que deben considerarse para garantizar la eficacia y la legitimidad de 

la actuación administrativa. Calificar un acto administrativo como «reglado» no 

resulta del todo acertado, a no ser que se reconozca que esta «categoría» se refiere 

al predominio del componente reglado en su contenido, pero no excluye la 

 
10 DÍEZ, Manuel María. Ob. Cit., p. 168. 
11  CASSAGNE, Juan Carlos. El acto administrativo. Teoría y régimen jurídico. 

Buenos Aires: Ediciones Olejnik, 2019. p. 117. 
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existencia de elementos discrecionales o técnicos. Este enfoque permite un análisis 

más matizado de la interacción entre la potestad reglada y los procesos 

administrativos, destacando la necesidad de una Administración que combine la 

observancia estricta de la norma con la capacidad de valorar las circunstancias 

específicas de cada caso. 

 
4. Control de la potestad reglada: contraste con el juicio de la 
discrecionalidad  
 
El control en la configuración administrativa desempeña un papel esencial para 

garantizar que la actuación de la Administración se ajuste al marco normativo. El 

juicio de las decisiones busca asegurar que los actos administrativos, 

independientemente de la potestad bajo la cual se emiten, respeten los límites 

legales. En principio, se considera que en los actos derivados de potestades 

regladas, el control tiene un carácter predominantemente objetivo, pues se centra 

en verificar el cumplimiento de los requisitos legales explícitos que rigen la emisión 

del acto. Pareciera, entonces, que el control fuera más sencillo –o, mejor, menos 

complejo– porque los elementos reglados están claramente establecidos en la 

norma, lo que permite evaluar de manera directa si la Administración actuó 

conforme a derecho.  

Entre los escenarios más recurrentes están los actos derivados de la 

potestad sancionatoria o incluso los derivados de la potestad tributaria. Por 

ejemplo, un acto relacionado con la liquidación de impuestos, donde el juez verifica 

si los elementos del tributo –entre otros, base gravable, las tarifas aplicadas– y los 

procedimientos seguidos se ajustan estrictamente a lo dispuesto por la ley. Este 

control supone asegurar que los hechos constatados y las decisiones adoptadas se 

correspondan con las premisas normativas que le sirven de base. Por su parte, 

cuando los actos administrativos contienen elementos discrecionales, el control 

adquiere mayor complejidad. 

Ahora bien, el control también cumple una función de balance entre los 

intereses de la Administración y los derechos de los administrados. En este sentido, 

Tomás Ramón Fernández y Eduardo García de Enterría subrayan que el control no 

solo protege a los ciudadanos frente a posibles abusos de poder, sino que también 

refuerza la legitimidad de la Administración al garantizar que sus decisiones se 

ajusten al marco normativo y a los valores del Estado de derecho12. En los actos 

predominantemente reglados, el control fortalece la seguridad jurídica al ofrecer a 

los administrados una revisión clara y predecible de las decisiones. En los actos 

con componentes discrecionales, el control equilibra la necesidad de flexibilidad 

 
12 GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón. Ob. Cit., p. 642. 
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administrativa con la obligación de actuar conforme a criterios razonables y 

transparentes. 

El control puede ejercerse en diferentes niveles, desde el ámbito interno, 

hasta el externo, y actúan de manera complementaria para abarcar tanto los 

aspectos reglados como los discrecionales. Esto supone un mecanismo de 

transparencia que obliga a la Administración a justificar sus decisiones de manera 

clara y accesible. 

 
Bibliografía 

 
Doctrina  

 

CASSAGNE, Juan Carlos. El acto administrativo. Teoría y régimen jurídico. Buenos 
Aires: Ediciones Olejnik, 2019. 401 p. 
 
DÍEZ, Manuel María. Manual de derecho administrativo. Tomo I. Buenos Aires: 
Editorial Plus Ultra. 1997. 432 p. 
 

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás-Ramón. Curso de derecho 

administrativo I. 20ª ed. Madrid: Civitas, 2022. 1160 p. 

 

GARCÍA TREVIJANO FOS, José Antonio. Los actos administrativos. 1ª Ed. Madrid: 

Editorial Civitas S.A. 1986. 438 p. 

 

GORDILLO, Agustín. Tratado de derecho administrativo y obras selectas. Tomo 3. 

10ª ed. Buenos Aires: Fundación de Derecho Administrativo, 2011. 606 p. 

 

RAMÍREZ GRISALES, Richard Steve. Las potestades administrativas regladas y 

discrecionales en el derecho administrativo. Medellín: Letras jurídicas. Vol. 17. 

Enero a junio de 2012. pp. 49 a 84. 


